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INTRODUCCIÓN  

Atendiendo a la solicitud del  COMITÉ DE EXPERTAS/OS VIOLENCIA (CEVI) de la OEA, según lo establece el Estatuto del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, Convención de Belem do Pará
/, el presente informe de Honduras, como Estado Parte, responde a los requerimientos de información para evaluar la implementación de las disposiciones contenidas en los artículos 7 y 8 de la Convención, correspondiente a la primera ronda acordada en la primera reunión  del 22 y 24 de agosto 2005. 

El informe tiene una estructura acorde a las áreas temáticas, fuentes de información, y demás pautas señaladas en el documento de Metodología para la Evaluación y Seguimiento de la Implementación de las Disposiciones de la Convención de Belém do Pará, dispuestas por el Comité. En el proceso de recolección y análisis de la información, y en la elaboración del mismo, coordinado por la Fiscalía Especial de la Mujer, del Ministerio Público, y el apoyo de consultoras externas, las diferentes instituciones gubernamentales y de la sociedad civil involucradas, participaron en la provisión de la información requerida y en la propuesta de recomendaciones consensuadas en dos talleres regionales, realizados en Tegucigalpa y en San Pedro Sula, cubriendo con ellos las zonas central y norte, respectivamente. El informe también recoge  información y recomendaciones de las instancias estatales y de los documentos y propuestas de las organizaciones de mujeres.  Se incluye un anexo estadístico con el cuestionario contestado.

A.
RESUMEN EJECUTIVO
1.1 Nivel de avance en la implementación de la Convención
En las últimas décadas en Honduras se produjeron cambios significativos para incorporar el enfoque de derechos humanos de las mujeres, igualdad de oportunidades y equidad de género, en el ámbito de la legislación y las políticas públicas, teniendo como marco la normativa internacional e interamericana, como la CEDAW
/ y la Convención de Belém do Pará
/. La prevención, sanción y erradicación de la violencia hacia las mujeres ha sido un eje central de las reformas legales y políticas con la aprobación de nuevas normativas, como la Ley contra la Violencia Doméstica (1997) y de su posterior reforma (2005),  las reformas al Código Penal para sancionar la Violencia Intrafamiliar (1996), ampliar la penalización a los delitos sexuales de los cuales las mujeres y las niñas son las principales víctimas, e incorporar nuevas figuras penales que abarcan los delitos trasnacionales de tráfico, trata, y explotación sexual comercial (2005).  

La creación del Instituto Nacional de la Mujer (1998), la aprobación de la Ley de Igualdad de Oportunidades para la Mujer (2000) y de la Política Nacional de la Mujer y Primer Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades (2002-2007),  y el reciente Plan Nacional contra la Violencia hacia las Mujeres, (2005), fueron pasos significativos en esa dirección. La Política Nacional de la Mujer incluye en el capítulo 4 el lineamiento de “Prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, en todas sus manifestaciones, en el ámbito privado y público estableciendo procedimientos legales justos para que se atienda a las mujeres víctimas de violencia a través de un abordaje integral”. En los últimos cinco años, con apoyo del Instituto Nacional de la Mujer (INAM), de Organizaciones no Gubernamentales de mujeres y otras,  se crearon 50 Oficinas Municipales de la Mujer, (OMM), que en el nivel local dan apoyo a las mujeres agredidas. El INAM elaboró un Plan Nacional contra la Violencia hacia las Mujeres, (2005) consensuado con diferentes sectores de mujeres e institucionales, a ser aprobado por la reciente administración de gobierno. Los planes y reformas legales fueron diseñados a través de procesos concertados de consulta y con la integración de comités interinstitucionales. Las principales leyes se tradujeron a tres lenguas indígenas Tawahka, Garífuna, Miskita.

Las reformas al sector público en el ámbito central y local han contribuido a crear un marco institucional más acorde con las nuevas normativas y políticas,  para un mejor acceso a la justicia. En el ámbito de la Secretaría de Salud, por Acuerdo Presidencial fueron creadas las Consejerías de Familia (1993) que ofrecen asistencia en salud física y mental a las agredidas (son 15 en todo el país), y tratamiento reeducativo a los agresores en 3 centros de salud en Tegucigalpa y Olancho. 

En el  Ministerio Público la Fiscalía Especial de la Mujer (1995) representa, defiende y protege los derechos de las mujeres, velando por la pronta y eficaz administración de la justicia, ejerciendo la acción pública y la investigación de los delitos. El nuevo Código Procesal Penal permite una mejor apreciación de las pruebas, y mayor celeridad en los procesos penales por violencia intrafamiliar y sexual. Se crearon Juzgados Especiales en Violencia Doméstica en Tegucigalpa ampliando la cobertura de atención especializada en esta materia. El INAM elaboró un Protocolo de Aplicación de la Ley Contra la Violencia Doméstica para unificar criterios entre las distintas instancias de aplicación de la Ley, y lograr que se  cumplan  los principios de acción pública, gratuidad, celeridad y secretividad que la norma establece.

En la Policía Nacional Preventiva de la Secretaría de Seguridad, funciona en Tegucigalpa (desde  mazo,  2005) la Línea 114, que ofrece orientación emocional y legal gratuita, y puede conectar de manera inmediata a las patrullas de la policía para que intervengan en caso de flagrante agresión. Recibe llamadas de emergencia las 24 horas del día, y el servicios fue diseñado para que alcance una cobertura nacional.

Se han desarrollado procesos de capacitación a funcionarios. El INAM y la Corte Suprema de Justicia  y el Ministerio Público, capacitaron a funcionarios públicos, especialmente de la Policía, el Poder Judicial, y la Fiscalía, en varias regiones del país. Se adoptaron mecanismos institucionales como el Programa de Atención a la Mujer en el Comisionado Nacional de los Derechos Humanos, (CONADEH), que diseñó  Protocolos de atención, capacitando al personal del servicio de recepción de quejas para ofrecer apoyo de calidad a las mujeres afectadas por violencia. En la Secretaría de Seguridad (2005) se creó la Unidad de Género para impulsar la transversalización de este enfoque en las diferentes dependencias de la institución. En Tegucigalpa funciona el Centro Integrado en el cual se concentran los servicios de la Fiscalía, la Dirección  General de Investigación Criminal,  Medicina Forense, y Defensa Pública, que facilita el proceso de la ruta crítica a las mujeres que buscan apoyo.

El mejoramiento en las estadísticas, con la instalación de una base unificada de información sobre violencia doméstica en la Corte Suprema de Justicia (2004), un nuevo sistema de registro de los casos de violencia contra la mujer que el INAM donó a la Fiscalía (2005), la incorporación de los datos de violencia contra la mujer en las bases de datos de la Policía Nacional (2005), y la inclusión de módulos sobre violencia intrafamiliar en las encuestas nacionales (2003),  son también logros importantes para mejorar los registros estadísticos, el seguimiento de casos, y la visibilidad de la violencia contra las mujeres como un problema social prioritario. 

Se han dado pasos para incidir en cambios culturales de largo plazo, como la inclusión de la obligatoriedad de la educación sexual con énfasis en VIH SIDA a partir del 3er grado de primaria, incluida en la Ley Especial de VIH SIDA (1999) y su reglamento (2003);  la revisión de los contenidos sexistas en los textos escolares hasta cuarto grado (1996), los convenios que el INAM ha estado realizando con distintas entidades académicas para incorporar el enfoque de género y violencia contra la mujer,  en los programas de estudios, especialmente en la Policía, la creación de la Maestría de Género y Educación en la Universidad Pedagógica Nacional, UPN, y la Cátedra de Estudios de la Mujer como asignatura optativa en la Universidad Nacional Autónoma de Honduras, UNAH,  la creación de la “Red de Comunicadores Sociales por una Cultura de Equidad” (2005) para promover la defensa y protección de los derechos humanos de las mujeres a través de los medios de comunicación.
En todas los avances señalados, las organizaciones y redes del movimiento de mujeres, han estado incidiendo activamente desde hace dos décadas, y gran parte de los logros alcanzados, surgieron de sus propuestas y demandas, en procesos concertados y coordinados con las instituciones de los tres poderes del Estado, y apoyo de la cooperación.  

1.2
Adecuación y áreas en las que se requiere avances

Estos avances son  importantes pero insuficientes en la implementación de la Convención, en particular de los artículos 7 y 8, objeto de esta evaluación. A continuación se enumeran alguno de los aspectos principales donde se registran debilidades, retrasos y estancamientos.

· Persiste la falta de acciones sistemáticas del Estado ante la persistente impunidad de los agresores y la “naturalidad” con que se sigue interpretando la violencia hacia las mujeres en la sociedad hondureña y en los medios de comunicación, incluso entre muchos  prestatarios de servicios que están obligados a resguardar la seguridad y la vida de las mujeres. 

· Los debates nacionales sobre la seguridad ciudadana, tienden a centrarse en la violencia juvenil, y el crimen organizado, dejando por fuera los crímenes contra las mujeres por causa de género. Tampoco el problema está considerado como prioridad  en los sectores sociales, de salud y educación, ni  en la Estrategia para la Reducción de la Pobreza, ERP.

·  Los avances formales en la adopción de mecanismos normativos y de políticas públicas, no se reflejan en una efectiva reducción de las muertes violentas de mujeres. Por el contrario, el país registra un alarmante incremento en el número de femicidios en los últimos años, 409 del 2003 al 2005
/.

· Aunque se han hecho reformas legales y leyes específicas sobre violencia doméstica, violencia intrafamiliar, delitos sexuales, y los delitos transnacionales de tráfico y trata, no se ha logrado garantizar la protección inmediata y efectiva a las mujeres en riesgo de violencia, a través de medidas de seguridad que puedan ser  cumplidas y monitoreadas, por ejemplo en los casos de violencia doméstica. Tampoco se ha podido hacer cumplir el pago  de las cuotas alimenticias paterna y demás responsabilidades de la patria potestad, brindar protección legal a  las migrantes, y dar protección efectiva a las adolescentes rescatadas de las redes de explotación sexual.

· El acceso a la administración efectiva de la justicia y al resarcimiento del daño, continúa siendo una aspiración para muchas. La distribución territorial de las instituciones y los recursos privilegia a la capital, en una escala decreciente para las ciudades intermedias y menores, sin casi ningún recurso en las áreas rurales. Las mujeres del campo, por lo general las más pobres y conculcadas de sus derechos económicos y sociales, son también las más  desprotegidas ante la violencia masculina. 

· En los procesos judiciales las mujeres son revictimizadas;  con frecuencia deben relatar los hechos de violencia que sufrieron ante los diferentes prestatarios de servicios, en la policía, fiscalía medicina forense, juzgados. Los procedimientos probatorios, especialmente en el delito de  violación, constituyen en muchos casos, una verdadera afrenta, porque la víctima debe probar su propia inocencia y demostrar que efectivamente fue agredida. Algunos argumentos  utilizados por los defensores de los violadores, con frecuencia contradicen los principios del Art. 7, inciso E de la Convención de Belem do Pará que literalmente dice “Tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer”.
· Una constante crítica y demanda del movimiento de mujeres, es la falta de aplicación de sanciones administrativas y penales a los/as funcionarios/as que incumplen sus deberes, estipulada en la legislación nacional.

· En el presupuesto nacional del país no aparece ningún renglón donde se aprecien con claridad los montos destinados a la atención de las diferentes formas de violencia contra las mujeres
/, y los programas más relevantes al respecto han sido financiados con recursos de la cooperación externa
/. La falta de asignación presupuestaria del Estado contrasta con la gravedad de la incidencia y prevalencia de las distintas formas de violencia hacia las mujeres.

· Las insuficiencias del sistema de registros y estadísticas para captar los tipos de violencia contra las mujeres diferentes a la doméstica, no permiten visibilizar la gravedad de formas de agresión como la violación, el incesto, el rapto y secuestro de niñas y adolescentes, la explotación sexual comercial, o los femicidios. En estos tipos de crímenes, la información no está disponible para series de años, y si existe es poco accesible o varía por fuente.

· El sector privado no está participando ni contribuyendo a la  prevención y atención de la violencia contra las mujeres, como debería hacer acorde a los principios de responsabilidad social empresarial, aunque las mujeres representan casi el 60% de la fuerza de trabajo, en algunos sectores como la maquila.
1.3
Recomendaciones para que el Estado Parte
· Seguir impulsando y promoviendo las reformas legales necesarias para garantizar un sistema normativo coherente, armónico, no discriminatorio, que permita de protección integral a las mujeres frente a la violencia 

· Impulsar y fortalecer todas las políticas públicas vigentes para garantizar los derechos humanos integrales de las mujeres, y en particular el Plan Nacional contra la Violencia hacia las Mujeres. Este debe convertirse en una política de Estado permanente y con asignación de recursos nacionales, para que sea sostenible en el largo plazo, involucrando en su ejecución a sectores de gobierno, sociedad civil, y empresa privada,  manteniendo el apoyo de la cooperación. 

· Fortalecer la institucionalidad existente, para operativizar la normativa adoptada y las políticas vigentes, a fin de disponer de servicios oportunos, eficientes, eficaces, y de calidad, que incidan en la efectiva protección de la seguridad y la vida de las mujeres.
· Mejorar la coordinación interinstitucional entre el Estado y la sociedad civil,  para desarrollar procesos continuos y sistemáticos de evaluación y monitoreo sobre el desempeño de las instituciones y la capacidad y eficiencia del Estado para la atención global de la violencia contra las mujeres.

· Impulsar la participación de las mujeres organizadas y capacitadas en los municipios y comunidades urbanas y rurales, para que sean las encargadas de velar por la descentralización de los recursos destinados a la atención,  prevención  y erradicación de la violencia contra las mujeres, para que se logre una mayor cobertura del acceso a la justicia en los ámbitos comunitarios.

· Sistematizar y divulgar experiencias exitosas, de modelos de intervención integrales de prevención y atención que se puedan replicar a nivel local y nacional, y que atiendan a todas las formas de violencia contra la mujer, no sólo la doméstica. 

· Promocionar programas de comunicación y divulgación que involucren a los empresarios de medios, y al gremio de comunicadores/as sociales, para que contribuyan de manera sistemática y efectiva a la denuncia de la impunidad, promuevan la igualdad y los derechos humanos de las mujeres, y participen en la construcción de una opinión pública favorable a una cultura de paz.
· Reformular los sistemas de registro de datos en las diferentes instancias que atienden casos de violencia contra la mujer
/ y crear un sistema unificado para uso de todos los prestadores de servicios, con la información desagregada por sexo, edad, tipo de agresión, datos sobre el agresor, entre otros, y que permita un mejor aprovechamiento de la información disponible.

B. EVALUACIÓN POR ÁREAS TEMÁTICAS 
1. LEGISLACIÓN, NORMATIVA VIGENTE Y PLANES NACIONALES 

1.1.
Nivel de avance en la implementación de la Convención 

Honduras ratificó la Convención de Belem do Pará, mediante decreto No.72-95 publicado el 14 de junio de 1995
/. El reconocimiento de dicha Convención está estipulado en la Constitución de la República, que establece en el Art. 16 que todos  los tratados internacionales celebrados por Honduras una vez que entran en vigor forman parte del derecho interno; y el Art. 18 se estipula que en caso de conflicto entre el tratado o convención y la ley prevalecerá el primero. En esta ley también se afirma en el Art. 59 a la persona humana como el fin supremo de la sociedad y del Estado, que todas las personas tienen la obligación de respetarla y protegerla, y que la dignidad del ser humano es inviolable
/.

En cuanto a los avances en la normativa interna, en los últimos años se han promulgado, reformado y derogado en el país disposiciones legales para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respaldan la persistencia o tolerancia de la violencia contra la mujer. Las principales son:

· Fue reformado el Código Penal, vigente desde 1984. La primera reforma de 1996, incorporó nuevos tipos penales, en los artículos 147-A, (hostigamiento sexual) y 179-A y 179-B
/, (violencia intrafamiliar). También se reformaron los Art. 143, (aumento de la multa por el delito de Ultraje al Pudor), el Art. 144, (aumento de pena por rapto y eliminación del concepto de “mujer de buena fama”). Art.148 (aumento de la pena por proxenetismo y corrupción de menores), Art.52 (eliminación del perdón expreso en caso de violación). Un año más tarde, mediante el Decreto 59-97 de junio 1997, se reformaron otros artículos, como el Art. 140 (delito de violación),  el Art.141 (actos de lujuria) y el Art. 145 (rapto). Con estas reformas aumentaron las penas, se redefinieron los delitos y se eliminó el concepto de mujer honesta.  En el 2005 se reformaron los Art. 141, 142, 143, 144, 148, 149, 150, 152, 153 y 154 referentes a los delitos de explotación sexual comercial.  

· Con la reforma al Art. 140, la violación quedó definida como delito de orden público, se aumentó la pena mínima de 6 a 9 años y la máxima de 9 a 13 años, y a 20 años por agravantes
/; y se definió la violación como el acceso carnal con persona de uno u otro sexo por vía vaginal, anal o bucal.

· En los casos de violación, si bien el Código Penal no reconoce de forma explícita la violación en el matrimonio, tampoco establece excepciones en caso de que el violador sea la pareja conyugal
/. 

· El  Código de la Niñez, aprobado el 5 de septiembre de 1996 mediante Decreto 73-96, en la Sección V regula lo relacionado con la Protección contra el Maltrato y la Corrupción; en el Art.134 la protección contra la explotación económica, prostitución, pornografía, y otros delitos de abuso sexual; el Art. 99 penaliza a quienes prostituya a niñas y niños; y el Art.25 regula el trato inhumano y violento
/.
· La Ley Contra la Violencia Doméstica, LCVD, es una normativa apegada a la CEDAW y a la Convención de Belem Do Pará, fue aprobada mediante Decreto 132-97 y entró en vigencia en 1998. Establece sanciones no penales para los agresores y el procedimiento a seguir en estos casos. Se considera una ley preventiva porque indica una serie de medidas que se deben llevar a cabo para prevenir y erradicar la violencia doméstica
/. Es una ley que está enfocada a la protección de la mujer, y aunque contempla considerar al hombre como víctima de violencia doméstica, establece que en esos casos el tribunal deberá verificar si la violencia no es en respuesta a agresiones pasadas sufridas por la mujer y no denunciadas
/. 

· En la Ley Contra la Violencia Doméstica se establecen una serie de medidas de seguridad para tutelar y restituir los derechos de las mujeres, detener la violencia  en cualquiera de sus manifestaciones, evitar males mayores, prevenir la reiteración de la agresión mediante la reeducación del agresor y garantizar el cumplimiento de las obligaciones familiares
/. En el Art. 7 y los Art. 29 inciso 2, Art. 31 y el Art. 153 reformado del Código Penal, se establece el resarcimiento de daños para cualquier tipo de delitos, siempre y cuando lo solicite la víctima o cualquier familiar.

· Las reformas a la Ley Contra la Violencia Doméstica, presentadas al Congreso Nacional por la Comisión Interinstitucional de Seguimiento a la Aplicación de la Ley Contra la Violencia Doméstica que ya fueron aprobadas (2005), amplían los principios agregando oralidad y oficiosidad (Art.3), amplía el concepto de violencia (psicológica, sexual y patrimonial (Art.5), mejora las medidas de seguridad, como la retención de armas (Art.5), mejora las medidas de coordinación y seguimiento (Art.6 y 7), faculta al Ministerio Público y la Secretaría de Seguridad para darles seguimiento (Art.17), se crean los Jueces de seguimiento a mecanismos de protección, se establece la responsabilidad patronal para el cumplimiento de las sesiones de las Consejerías (Art.6), mejora la regulación de pensión de alimentos (Art.6), el uso de vivienda y menaje (Arto 6), el desplazamiento de bienes (Art.6), el período de aplicación de los mecanismos de protección (Art.6), la sanción  de acto que motiva la denuncia (Art.7), repetición de actos de violencia sancionados por vía penal (Art.7), se mejora la definición de servicios a la comunidad (Art. 7)
/.
· La Ley de Igualdad de Oportunidades para la Mujer, Decreto 34-2000. En el Art.13 se establece que el Estado debe prevenir, combatir, erradicar la violencia doméstica e intrafamiliar, y brindar atención integral al problema
/. 

· El Código de Familia, en vigencia desde 1984, Decreto 76-84, en el Art.186 regula lo relativo a la Patria Potestad, y el Art. 72 lo relacionado con el menaje en el hogar 
/. 

· El Acuerdo Presidencial No. 79 de Creación de las Consejerías de Familia (1993). Establece que “las Consejerías serán un mecanismo de control y garantía de los derechos humanos para prevenir, asistir, proteger y dar apoyo a las víctimas de violencia intrafamiliar, física, psíquica o sexual”, y que estarán bajo la dependencia de la Secretaría de Estado de Salud Pública. En el Acuerdo Presidencial No.183 se aprobó el Reglamento de las Consejerías de Familia, donde se afirma que estarán integradas al Departamento de Salud Mental en cada una de las regiones sanitarias en las que se divide el país
/.
· La Política Nacional de la Mujer (2000), en el eje de violencia contra la mujer establece acciones para que las mujeres gocen de una vida libre de violencia, a través del cumplimiento de cuatro objetivos: garantizar el cumplimiento de la legislación nacional e internacional y la creación de mecanismos para la efectiva aplicación de la ley; generar conciencia crítica y de control social en la sociedad hondureña sobre la violencia que se ejerce sobre las mujeres; fortalecer y ampliar la atención a las mujeres sobrevivientes de violencia doméstica; y fortalecer la planificación interinstitucional
/.

· Con apoyo del INAM, de ONGs de mujeres, y otras organizaciones civiles, en los últimos cinco años se han creado 50 Oficinas Municipales de la Mujer, OMM. Esta medida está contemplada en el eje de violencia de la Política Nacional de la Mujer, que estipula que debe asignarse recursos para que se incluya entre las funciones de estas oficinas la prevención y atención a la violencia domestica.

· El Instituto Nacional de la Mujer (INAM) ha establecido convenios con diferentes secretarías de Estado para impulsar la transversalización de la Política Nacional de la Mujer en las políticas sectoriales, especialmente en salud, educación, y en la Estrategia de Reducción de la Pobreza. 
· En el 2005, el Instituto Nacional de la Mujer, (INAM) con la participación y consulta de amplios sectores de mujeres y representantes de diferentes instancias de gobierno, elaboraron un Plan Nacional para Prevenir y Sancionar la Violencia hacia la Mujer, cuyo propósito es orientar la respuesta institucional para atender la problemática, realizar acciones para lograr eliminar la violencia hacia la mujer, y por ende, alcanzar progresivamente el derecho de las mujeres a vivir una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como el privado. Para su ejecución incluye la articulación de planes estratégicos de desarrollo municipal a cargo de las Oficinas Municipales de la Mujer en los diferentes municipios del país. El plan tiene un enfoque multisectorial, por lo que su aplicación recae en varias instituciones del sector público. 

· El Plan Nacional para Prevenir y Sancionar la Violencia Contra la Mujer define como objetivos estratégicos: 1) Promover la toma de conciencia acerca de la problemática y contrarrestar las creencias y prácticas que toleran la violencia; 2) Instituir mecanismos de protección, atención y recuperación para las mujeres maltratadas por cualquier forma de violencia; 3) Impulsar e implementar la creación de un sistema nacional de detección de la violencia contra la mujer; 4) Establecer y mantener actualizado un sistema que provea información a los sectores público y privado sobre las causas, características, riesgos, consecuencias y frecuencias de la violencia, y sobre la eficacia de las medidas adoptadas; 5) Promover investigaciones que favorezcan el mejor reconocimiento de las características y formas de la violencia contra la mujer; y, 6) Crear y modificar leyes, reglamentos y prácticas que respaldan o toleran la violencia, y garantizar la protección legal y judicial.


Para lograr los objetivos anteriores se definen como componentes prioritarios en el Plan: la prevención, atención y recuperación, detección, información y evaluación, investigación, legislación y aplicación de la ley. El seguimiento a la convención de Belem Do Pará y la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (CEDAW).
1.2. Adecuación y áreas en las que se requieren avances
· Honduras no ha ratificado el Protocolo Facultativo de la CEDAW para la definición de mecanismos y procedimientos que garanticen la efectiva aplicación de la Convención
/. 
· No se ha reducido la incidencia de la violencia contra la mujer, incluso en aquellos tipos de violencia en los cuales se lograron avances jurídicos, como la violencia doméstica e Intrafamiliar. Si bien el país no cuenta con un estudio de incidencia y prevalencia, el aumento constante en el número de denuncias es indicador de un aumento en el número de casos.
· La Ley Contra la Violencia Doméstica no está reglamentada, lo que crea problemas de interpretación. También, a veces la ley no responde a la necesidad de proteger la vida de las mujeres, como es el caso de la imposición de la medida de seguridad de la detención, donde el criterio que prevalece para la imposición de esta medida es la flagrancia
/.

· El Código Penal aún contiene conceptos y lenguaje sexista contra la mujer, como el Art. 123 numeral 3
/. También deben revisarse otras leyes, como el Código de Familia. 

· Aunque en el Código de Familia se establece que en caso de incumplimiento de la pensión alimenticia se puede interponer una acción penal, este delito es fiable, lo que permite que el acusado no cumpla con sus obligaciones y siga en libertad.

· Aunque se aprobó una reforma al Código Penal en lo referente a los delitos de explotación sexual comercial y trata de personas, falta regular lo relativo a la migración ilegal en lo relacionado con el trabajo doméstico en condiciones de servidumbre y la servidumbre sexual (matrimonios arreglados), así como la protección global de los derechos de las migrantes.

· Si bien se ha avanzado en el fortalecimiento del marco legal y de política pública, en el proceso de administración de justicia, las reformas y nuevas leyes adoptadas no se aplican con apego a la ley, y no logran garantizar la protección de la vida, seguridad e integridad de las mujeres. Además de todos los problemas que se adjudican al sistema judicial, como la lentitud en la resolución de los procesos, persisten problemas como la interpretación sesgada por concepciones patriarcales de algunos operadores de justicia, la falta de sensibilidad y desconocimiento del problema de la violencia contra la mujer, del marco normativo y de las políticas nacionales e internacionales vigentes, incluyendo la Convención de Belém do Pará. 

· En los procesos de auditoria social que se han realizados en algunos municipios se detectó que hay jueces que no aplican la Ley Contra la Violencia Doméstica, pese a que las Organizaciones de Mujeres y otras instancias han promovido procesos de capacitación sobre este tema. Tampoco se ha logrado imponer sanciones a estos funcionarios.

· Aunque en la última década se brindaron capacitaciones a funcionarios públicos, en muchos casos, según fue manifestado en los talleres de consulta para elaborar este documento, las capacitaciones no han incidido en el mejoramiento de la atención y calidad de los servicios. No se han logrado cambiar los esquemas culturales de los funcionarios en cuanto a las causas de la violencia, hay rotación del personal, y aun se observa desconocimiento en los funcionarios en cuanto a los alcances y contenido de la ley; además de señalar que las capacitaciones se concentran más en Tegucigalpa para un mismo sector de funcionarios/as.

· Con frecuencia prevalece el criterio de los administradores de justicia de tipificar la violencia física como violencia doméstica (norma preventiva), aún cuando las lesiones pueden ser sancionadas por violencia intrafamiliar (norma penal). No hay criterios unificados en la interpretación de esta ley ni se toma en cuenta lo que más conviene a la agredida. Esta situación lleva a que, aunque existan evidencias por violencia física, se les aplique a los agresores sanciones civiles cuando corresponderían penales
/.  

· El Estado no ha asumido la responsabilidad de adecuar la normativa nacional para aumentar la protección jurídica de las mujeres frente a la violencia de género. Esta tarea ha sido impulsada en el país por las organizaciones de mujeres en alianza con legisladoras y funcionarias de seguridad, justicia, salud, y otras.

· A pesar de los esfuerzos realizados por el INAM, la Política Nacional de la Mujer ha tenido un bajo nivel de inserción como eje transversal en las políticas públicas, debido a la falta de voluntad política para impulsarla, y de la incidencia que al respecto, han realizado las organizaciones de mujeres
/.
1.2 Recomendaciones sobre el marco jurídico y políticas públicas 
· Es necesario hacer una reformas de todas las leyes del país y de los artículos o contenidos discriminatorios y sexistas, armonizando la legislación en todos los ámbitos, no  sólo penal, para que se cumplan los principios de igualdad y no discriminación contenidos en los tratados y convenciones internacionales, para prevenir todas las manifestaciones de violencia contra la mujer. 

· Es necesario que el Estado ratifique el Protocolo Facultativo de la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación de la Mujer (CEDAW), para lograr la definición de mecanismos y procedimientos que permitan la efectiva aplicación de esta norma y que garanticen a las mujeres un procedimiento expedito ante la interposición de sus denuncias.

· Es importante y urgente la respectiva sanción y publicación de las reformas de la Ley Contra la Violencia Doméstica aprobadas por el Congreso Nacional en el 2005.

· Aprobar con urgencia el reglamento de la Ley Contra la Violencia Doméstica para que no prevalezcan los criterios individualizados de los administradores de justicia que resulta en una mala práctica en la atención de las denuncias de violencia doméstica. Por ello, es necesario a esta ley.

· Reformar el Código Penal para incluir los tipos penales como el femicidio, e incorporar mecanismos para la protección legal de las mujeres migrantes en los lugares de llegada, en lo relacionado con problemas como el trabajo doméstico en condiciones de servidumbre y la explotación sexual.
· Mantener la divulgación amplia de las leyes y reglamentos contentivos de los derechos de las mujeres, para que sean conocidos y apropiados por los operadores de justicia; en especial, en aquellas instancias donde es frecuente la rotación de personal.  

· Lograr que a nivel local, regional y nacional se aplique de forma adecuada los principios, medidas y procedimientos contenidos en la Ley Contra la Violencia Doméstica, Código Penal y demás para  una efectiva protección de la seguridad y la vida de las mujeres. Al mismo tiempo, es necesario aplicar las sanciones administrativas y penales al personal que no cumpla con sus funciones y obligaciones de la forma establecida en la ley. 

· Articular estrategias a nivel local que sean acordes a los objetivos de la Estrategia para la Reducción de la Pobreza, en lo relativo a la violencia contra las mujeres; y revisar si los planes de desarrollo municipal incorporan el enfoque de género
/. 

· Lograr la legalización de las Oficinas Municipales de la Mujer, para que impulsen la ejecución transversal de la Política Nacional de la Mujer en los planes municipales. Asimismo, es necesario que las municipalidades asignen el correspondiente presupuesto a estas oficinas para ejecutar los programas o proyectos planteados en esta política; ya que si bien las OMM tienen poca influencia en las municipalidades, las mujeres valoran este espacio como el  único donde encuentran respaldo para que sus demandas sean atendidas, en especial, en lo que respecta a la protección contra la violencia. 

· Incorporar los ejes de la Política Nacional de la Mujer en los planes nacionales, a fin de que la violencia contra las mujeres sea considerada como un problema de Estado, y que sea atendido de forma integral, tanto en lo local como en lo nacional. 

· Lograr que las nuevas autoridades asuman su responsabilidad en la implementación del Plan Nacional de Violencia Contra la Mujer, y que destinen los fondos para su implementación, ya que hasta el momento la implementación de esta política ha sido financiada por la cooperación internacional, a través del INAM
/.  
2.
ACCESO A LA JUSTICIA
2.1. Nivel de avance en la implementación de la Convención 
· La inclusión de trámites expeditos y normados para garantizar la seguridad de las mujeres, contenidos en la Ley Contra la Violencia Doméstica, el Código Penal y el Procesal Penal, el Código de la Niñez y Adolescencia, entre otra normativa vigente, puede considerarse como avances significativos en la definición de un sistema de atención a la violencia contra las mujeres. 

· La creación de Fiscalías Especiales de la Mujer en Ministerio Público en Tegucigalpa y San Pedro Sula. Estas instancias realizan la investigación de los delitos y acompañan a las mujeres en el ejercicio de la acción penal pública
/.

· El país cuenta con recursos humanos altamente calificados en Medicina Legal Forense, y en las grandes ciudades las clínicas forenses adscritas al Ministerio Público, funcionan las clínicas de medicina legal.

· El funcionamiento de fiscalías en todo el país, y las mujeres puede hacer denuncias de VD en esas instituciones así como en la Policía, el CONADEH, y otras ONGs.  
· La creación mediante el Acuerdo Presidencial No.0079 del 9 de junio de 1993 de las Consejerías de Familia y su respectivo reglamento (Acuerdo Presidencial No.183), que son un mecanismo de control y garantía de los derechos humanos para prevenir, asistir, proteger y dar apoyo a las víctimas de violencia intrafamiliar, física, psíquica o sexual, dependencia de la Secretaría de Estado de Salud Pública. En total, funcionan 15 Consejerías de Familia en el país, que ofrecen atención individual y grupal a víctimas y sobrevivientes de violencia intrafamiliar, promueven acciones de prevención y capacitación en ámbitos comunitarios
/.

· La creación de los Juzgados Especiales de Violencia Doméstica con el nombramiento de 4 juezas que atienden de forma exclusiva las denuncias de violencia doméstica. en los Juzgados de Familia de Tegucigalpa, son un avance importante. Estos juzgados especiales recibieron el 61% de las denuncias por violencia doméstica en el país en el año 2005
/. 

· El funcionamiento de la Comisión Interinstitucional de Seguimiento a la Aplicación de la Ley contra la Violencia Doméstica, ha permitido identificar las debilidades en la aplicación de la misma,  y hacer propuestas para mejorar y proponer las reformas pertinentes para hacer más eficiente y eficaz la administración de la justicia. 

· Aprobación del Manual de Procedimiento Policial en la Atención de la Violencia Doméstica y de Protocolos de Atención para el Ministerio Público y los Juzgados, que fueron elaborados en coordinación con el INAM.  

· El país cuenta con 75 facilitadoras de grupos de autoayuda a nivel nacional que organizaron 23  grupos de autoayuda en diferentes lugares del país, de los cuales están funcionando de manera coordinada 16. Se formaron en el marco de un programa regional desarrollado por ONGs de mujeres
/. El programa incorporó a representantes de ONGs, grupos de mujeres, gremios e instituciones del Estado, personal de la Policía, de la Línea 114, de la Fiscalía Especial de la Mujer, encargadas de las OMM y de las Consejerías de Familia. 

· Se han desarrollado programas de capacitación a mujeres líderes de organizaciones locales y a las encargadas de las Oficinas Municipales de la Mujer, OMM, facilitados por el INAM y por las ONGs de mujeres, para que éstas puedan promover y realizar acciones dirigidas  a la prevención de la violencia hacia las mujeres y dar acompañamiento a las víctimas y sobrevivientes
/. 

· Se ha desarrollado un amplio programa de capacitación en género y violencia con funcionarios de la Policía Nacional, y la incorporación de materias sobre género y violencia contra las mujeres en los planes de estudio de todos los centros de formación policial para los diferentes niveles de funcionarios, coordinado por la Secretaría de Seguridad y el INAM con el apoyo de la cooperación canadiense. Se logró la apertura de la Unidad de Género en la Secretaría de Seguridad, cuya función es impulsar la incorporación de la perspectiva de género en los planes y estructura institucional de esta Secretaría
/.

· Se han desarrollado amplios programas de capacitación a funcionarios/as públicos, sobre género, violencia contra las mujeres y aplicación de la legislación, en varias regiones del país, a través de programas coordinados por las diferentes instituciones del Estado como Fiscalía Especial de la Mujer, Corte Suprema de Justicia, INAM,  CONADEH, y ONGs de mujeres y derechos humanos (CDM, CEM-H, CIPRODEH, OFALAM, entre otras), con apoyo de los organismos de derechos humanos nacionales e internacionales y la cooperación externa. 

· En Tegucigalpa y San Pedro Sula existen servicios de atención legal  para mujeres víctimas de violencia doméstica. Estas oficinas están a cargo de la Universidad Nacional Autónoma de Honduras, la Universidad José Cecilio del Valle, organizaciones privadas como OFALAM, el Centro de Derecho de Mujeres, CDM, el Consultorio Jurídico Popular y el Comisionado Nacional de los Derechos Humanos, CONADEH
/.

· Con respecto a los modelos de intervención para la reeducación de los perpetradores de violencia contra las mujeres, se ha incorporado en las Consejerías de Familia la atención individual y grupal bajo el modelo de grupos de autoayuda, los cuales  funcionan en Tegucigalpa y en Juticalpa, con facilitadores capacitados en masculinidad. Son grupos de reflexión sobre masculinidad sin violencia, funcionan en 8 sesiones, coordinados por trabajadores sociales especializados en este modelo de intervención
/. En otras Consejerías del país, las psicólogas dan atención a agresores.
· Desde un trabajo conjunto de organizaciones de mujeres, el INAM, la Alcaldía Municipal, la Oficina Municipal de la Mujer y la cooperación externa, se logró la apertura de una Casa Refugio en Choluteca. En los próximos meses se va a abrir otra casa en la ciudad de La Ceiba
/.

· Un logro importante es la apertura de la Línea 114, que brinda de atención telefónica y orientación legal gratuita a mujeres. Este servicio es atendido por la Policía Nacional Preventiva, es gratuito, funciona las 24 horas, está diseñado para que tenga cobertura nacional, ofrece primeros auxilios emocionales, orientación legal y atención de emergencia con el envío de patrullas en caso que la mujer esté siendo agredida.

· Se ha podido observar una mejora sustancial en la atención que brinda la policía cuando los casos son atendidos por personal femenino capacitado, como sucede en la línea 114 y otras dependencias policiales donde se han asignado mujeres policías para recibir las denuncias. 

· Se ha avanzado en la formación de redes contra la violencia y consejos en espacios locales,  y la creación de comisiones interinstitucionales entre el gobierno y la sociedad civil para el seguimiento de la administración de justicia y propuesta de reformas legales en diferentes tipos de violencia contra la mujer, como violencia doméstica, explotación sexual comercial y femicidios; y la integración de redes en lugares como Tegucigalpa, Olancho, Choluteca, Valle y Cortes.
2.2.
Adecuación y áreas en las que se requiere avances 
· El acceso a la justicia está limitado por factores relacionados a la desigual distribución territorial de las instituciones y servicios, que se concentran en las grandes ciudades; y por las debilidades del sistema de justicia para reconocer la violencia contra las mujeres como un grave flagelo que afecta la seguridad ciudadana, la salud, los derechos humanos, y la vida de las mujeres. 

· Aunque en las leyes, incluyendo la Ley Contra la Violencia Doméstica, se establecen trámites expeditos para garantizar que las mujeres tengan un rápido acceso a la justicia, en la mayoría de los casos casi nunca se cumplen los términos establecidos en la ley. 
· La legislación hondureña no cuenta con una normativa que proteja efectivamente a las mujeres del riesgo de sufrir violencia, incluso en situaciones de alto riesgo, debido a la debilidad en la aplicación de medidas de seguridad, las deficiencias del sistema de investigación civil y criminal, la falta de recursos para proteger a las víctimas  y testigos, y la falta de sensibilización que todavía prevalece en muchos/as operadores/as de justicia.

· Existe mucha vulnerabilidad para las mujeres afectadas por ciertas formas de violencia, como la violación, la explotación sexual comercial, la trata y el tráfico, el incesto, el abuso sexual, el rapto y secuestro con fines sexuales,  la venta, de niñas y adolescentes; y la desprotección legal de las migrantes,  en especial en situaciones relacionadas a explotación doméstica y sexual. Incluso de las formas de violencia más denunciadas; en el 2004, la violencia doméstica, la violación, y la violencia intrafamiliar, eran la 2da, 5ta y 6ta causa de denuncia en el Ministerio Público
/.

· Persisten muchas deficiencias en la operatividad de las instituciones de seguridad y justicia para proteger a las mujeres de la violencia doméstica, que se puede considerar una epidemia nacional. Los juzgados especializados en materia de violencia doméstica contemplados en la ley sólo funcionan en Tegucigalpa. La única medida que se ha implementado es el nombramiento de cuatro juezas en el Juzgado de Familia en Tegucigalpa para atender las denuncias de violencia doméstica
/. 
· En los procesos judiciales las mujeres son revictimizadas; con frecuencia deben relatar los hechos de violencia que sufrieron ante los diferentes prestatarios de servicios, en la Policía, Fiscalía, Medicina Forense, Juzgados. Los procedimientos probatorios, especialmente en el delito de violación, constituyen en muchos casos una verdadera afrenta, porque la víctima debe probar su propia inocencia y demostrar que efectivamente fue agredida. Algunos argumentos  utilizados y aceptados para defender a violadores, con frecuencia contradicen los principios del Art. 7, inciso E de la Convención de Belém do Para que literalmente dice “Tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer”
/.
· En el desarrollo de los juicios que se ventilan en los tribunales se dan una serie de irregularidades procesales, como por ejemplo, para llevar a cabo las audiencias la agredida tiene que pagar el transporte del receptor del juzgado encargado de hacer las citaciones o acompañar al funcionario en el vehículo oficial, lo que provoca dilación en el proceso de citación; en las ciudades menores y áreas rurales se realizan audiencias de conciliación en lugar del procedimiento indicado en la ley; los agentes policiales solicitan a la victima que los acompañe al lugar de los hechos; y que las instancias encargadas de aplicar las leyes no cuentan con mecanismos para darle seguimiento a las denuncias, a las mujeres les corresponde darles seguimiento
/. 

· El incumplimiento de los principios y reglas procesales no es exclusivo de los casos de violencia doméstica, ya que también se presentan este tipo de situaciones en otras infracciones o delitos, como los femicidios. En estos casos, con frecuencia se contamina la escena del crimen impidiendo la labor de Medicina Forense; la misma Policía de Investigación  se emiten juicios sobre los hechos violentando el principio de inocencia. En un caso reciente, la Policía informó a la prensa que la víctima era una madre desnaturalizada que se había “suicidado” después de matar a sus hijos, antes de que el Departamento de Medicina Legal dictaminara que la víctima y sus hijos habían sido asesinados
/.

· Por lo general en el sector de seguridad y  justicia, a las denuncias de violencia contra las mujeres no se les da la misma importancia que a otros delitos; se consideran como delitos banales, especialmente la violencia doméstica, o menos importante, y se le asignan menos recursos y personal. En  la Policía Preventiva, con frecuencia las Patrullas le dan prioridad a una denuncia de robo que a las emergencias de violencia doméstica. Aunque esto puede generalizarse a todo el país, es en los municipios rurales y ciudades pequeñas, donde debido a la escasa presencia institucional,  las mujeres están más desprotegidas frente a la violencia
/. 
· Dificultades en la investigación de los casos por falta de agentes de la DGIC. La mayoría de los casos no concluyen todo el procedimiento judicial, se quedan en la etapa de aplicación de medidas de seguridad. Solo existen dos Fiscalias de la Mujer del Ministerio Publico, situadas en las ciudades más grandes  del país (Tegucigalpa y San Pedro Sula). Y no están legalizadas dentro de la estructura de este Ministerio. 

· En muchos operadores de justicia, no hay claridad acerca del proceso que se debe seguir en las denuncias por violencia doméstica, lo que provoca la realización de trámites innecesarios y repetitivos y que se alargue de forma innecesaria la ruta critica que siguen las mujeres. 

· Las instancias a las que corresponde aplicar las medidas de seguridad en casos de violencia doméstica, como la Policía, el Ministerio Público, y los Juzgados no cuentan con recursos humanos y logísticos para lograr su ejecución. En el caso de las medidas precautorias y cautelares, los juzgados no tienen la capacidad de monitorearlas y darles seguimiento, ni de vigilar la aplicación de las sanciones civiles que se imponen al agresor. 

· Debido a que el período establecido en la ley para la aplicación de las medidas de seguridad en casos de violencia doméstica es muy corto,  y que por lo general los procesos toman más tiempo que el período de medidas de seguridad impuesto a los agresores, las mujeres quedan desprotegidas antes de terminar el proceso legal, sin que el agresor esté cumpliendo medida de seguridad alguna. Con la reforma a la Ley se aumentó el período de un máximo de 4 a  6 meses, pero aún la afectividad de esta cambio dependerá de que el sistema judicial logre una mayor celeridad en la resolución de los casos. En la situación actual, sobre todo en los juzgados mixtos, se arrastran las denuncias sin resolver, de un año a otro.  Los datos del 2005, registan que el 88.4% de los casos estaban pendientes de resolución.

· A pesar de que la Ley Contra la Violencia Doméstica establece una serie de medidas de protección en casos de violencia doméstica, se ha podido comprobar que estas medidas sólo se establecen en lo formal, no así en lo real. Tampoco hay registros en los expedientes sobre mandamientos a las autoridades judiciales que garanticen el cumplimiento de las medidas. También, sucede que casi nunca se dicta la sanción de trabajo comunitario
/.
· No existen mecanismos que permitan el monitoreo y seguimiento de las medidas de protección y de las sanciones impuestas al agresor. En muchos casos no se puede determinar con certeza qué medidas de seguridad fueron impuestas, y mucho menos, si se brindó la protección a la mujer.
· Diferentes informes señalan que se presentan muchas irregularidades en los casos de violencia doméstica que son atendidos por la policía, incluyendo, la falta de registro de las denuncias, negativa de realizar las detenciones e imponer otras medidas de seguridad, y que en muchos casos se revictimizan a las mujeres que interponen denuncias.  

· Algunos operadores de justicia resuelven la guarda y cuidado de los hijos a favor del agresor alegando que este tiene más medios económicos para el sustento de los hijos. 
· Los servicios de defensoría gratuitos son escasos. La Defensoría Pública del Estado defiende a los agresores. Algunas ONGs ofrecen este servicio, pero sobre todo en las grandes ciudades. En Tegucigalpa funciona el Consultorio Jurídico Gratuito de la Universidad Nacional Autónoma, que es atendido por pasantes de la Carrera de la Derecho. Debido a que éstos no son parte del personal permanente del Consultorio, en muchos casos las mujeres no reciben un acompañamiento continuo, lo que incide en que s abandonen sus demandas y que los casos no finalicen en sentencia. 

· Las dependencias estatales no cuentan con los recursos necesarios para dar una buena atención a las mujeres que interponen denuncias. No tienen suficiente recurso humano ni condiciones físicas y logísticas adecuadas, muchas oficinas presentan condiciones de hacinamiento y no permiten la privacidad de la denunciante. Debido a la falta de vehículos y recursos,  en muchos casos se envía a la propia agredida con el funcionario público a entregar la citación al agresor; o se la envía a la policía para ella misma solicite que la acompañen a hacer entrega de la orden de detención, o la imposición de las otras medidas de seguridad. Con frecuencia las mujeres no son atendidas por la policía, y por lo tanto, ellas abandona su proceso. 
· No todo el personal de las instituciones públicas ha recibido capacitaciones en temas de género y violencia, debido a que las capacitaciones han beneficiado más al personal de Tegucigalpa. Otro problema es que las capacitaciones no necesariamente se traducen en una mayor sensibilización frente al problema de la violencia contra las mujeres. Faltan recursos del Estado para ampliar la cobertura de los programas de capacitación en el resto del país, involucrando al personal de todos los niveles
/. 

· Debido a los factores como el alto riesgo y los bajos salarios, el personal capacitado en la policía permanece poco tiempo en los cargos, y la institución incorpora otros que deben iniciar la formación. Además cómo se expresaba en los Talleres de Consulta, los agentes de policía capacitados no aplican los mecanismos de protección fijados por la ley para casos urgentes, y su labor se ha limitado a la captura del agresor in fraganti. Por otra parte, los reportes policiales que se mandan a los juzgados son escuetos y no contienen el mínimo ofrecimiento de prueba.
· Las organizaciones de mujeres, en informes de monitoreo y seguimiento a la aplicación de la ley, y en los estudios sobre acceso a la justicia y en informes realizados por consultoras internacionales
/ señalan la falta de supervisión al personal encargado de darle seguimiento  a los procesos de violencia contra las mujeres. Aunque existen disposiciones aisladas en la legislación nacional sobre este tema, como en la Ley del Ministerio Público, el Código Penal, la Ley Orgánica de la Policía y otros reglamentos, las organizaciones de mujeres propusieron que en las reformas a la Ley Contra la Violencia Doméstica se incluyeran medidas específicas para garantizar la supervisión al personal, en especial, a la policía, jueces y fiscales. Estas medidas no fueron incorporadas a la reforma de la ley. 

· El Estado de Honduras no ha logrado la creación y sostenimiento de programas de apoyo para atender las necesidades inmediatas de las mujeres víctimas de violencia. Una de las carencias más significativas es la falta de refugios temporales para las mujeres agredidas en peligro y para sus hijos/as menores. Aunque se incluye en la Política Nacional de la Mujer, hasta el momento  la participación del gobierno central y locales, ha sido muy limitada. En Tegucigalpa, se han cedido casas para dos refugios a mujeres víctimas de violencia doméstica; en Choluteca, la alcaldía cubre los costos de personal y funcionamiento de la Casa Refugio, y en Ceiba la Casa no está habilitada todavía. 

· Sólo unas pocas Consejerías de Familia cuentan con recursos humanos capacitados para el tratamiento de agresores, y en 8 años de haberse implementado este modelo de atención, funcionan grupos para la atención de agresores en 2 Consejerías en Tegucigalpa, y 1 en Olancho (está iniciando y le remiten muy pocos casos).  Los demás departamentos del país no cuentan con este tipo de servicios, son las mismas psicólogas que atienden a las víctimas, las que dan atención a los agresores. 
· Aunque la Política Nacional de la Mujer establece en el Eje de Violencia que las instituciones públicas como el INAM, el IHNFA y las Secretarías de Salud y de Gobernación y Justicia apoyarán la creación y ampliación de grupos de autoayuda a nivel comunitario, para apoyar a las mujeres sobrevivientes de violencia
/, esta acción todavía no se ha implementado más que en algunos lugares, y por iniciativa de las ONGs de mujeres, fundamentalmente.  
· Los servicios de Medicina Legal no están disponibles más que en las grandes ciudades, y las existentes carecen de la tecnología de punta para aportar pruebas a la investigación criminal.
2. 3.
Recomendaciones para el Estado Parte
· Implementar un Observatorio Nacional para dar seguimiento al estado de situación de la violencia contra las mujeres. Este observatorio también debe tener la obligación de dar seguimiento a la Convención de Belém do Pará. 

· En todos los departamentos del país, crear comisiones interinstitucionales que se encarguen de velar por la correcta de la aplicación de las leyes y las políticas públicas para la promoción y defensa de los derechos de las mujeres y prevención de la violencia. Para ello, es necesario aumentar, y descentralizar recursos y esfuerzos de los diferentes espacios de coordinación existentes, como la Comisión Interinstitucional de Seguimiento a la aplicación de la Ley Contra la Violencia Doméstica.
· Es urgente la creación de los Juzgados Especializados en Materia de Violencia Doméstica en todo el país, y que se les dote de personal y recursos materiales y logísticos necesarios. También deben crearse Fiscalías Especiales de la Mujer en todas las dependencias del Ministerio Público en el país, debido a la alta incidencia de las diferentes formas de violencia contra la mujer. 

· Crear y fortalecer medidas o programas para supervisar la adecuada administración de justicia en todos los casos de violencia contra la mujer, en especial, en las ciudades donde hay menos presencia institucional y donde se han registrado mayores deficiencias. Esto va a permitir erradicar malas prácticas en los procesos judiciales, como la notificación personal realizada por la víctima
/, las violaciones al principio de secretividad, el cobro de los trámites, los mecanismos para la evaluación de la prueba, que las mujeres sean las encargadas de darle seguimiento a las denuncias, entre otros. El  monitoreo de la actuación del personal que presta servicios va a permitir que se apliquen las sanciones administrativas y penales a los prestatarios de servicio que no cumplan con lo establecido en las leyes.
· Los manuales y procedimientos de atención en materia de violencia doméstica que fueron diseñados para la Policía, el Ministerio Público y los Juzgados deben ser socializados y aplicados por los administradores de justicia, para que se logre la unificación de los criterios que se deben seguir en la atención de este tipo de casos. 

· Mejorar las capacidades logísticas y de recursos de todas las instancias encargadas de administrar justicia, para que se cumplan los principios de celeridad de la justicia e inmediación y para garantizar la protección de la vida, seguridad e integridad de las mujeres y para que se cumplan las medidas, sanciones o penas impuestas a los perpetradores de este tipo de delitos. 

· Con respecto a la atención de casos por violencia doméstica, es necesario que se establezcan procedimientos adecuados que permitan el cumplimiento de las medidas de protección establecidas en la Ley contra la Violencia Doméstica, en especial, en lo referente a las medidas de seguridad, que son las que permiten detener la violencia inmediata e impedir la comisión de nuevos actos de violencia. También es necesario establecer  mecanismos de monitoreo que permitan dar seguimiento a la imposición y cumplimiento de las medidas de seguridad.

· Crear en cada departamento del país, centros de atención integral para las mujeres, donde se les brinde asistencia legal, emocional y social de forma gratuita y rápida, en especial en los casos de familia, delitos sexuales, violencia doméstica e intrafamiliar y delitos contra la vida, y contra la propiedad
/.   

· Debe nombrase personal especializado en las Consejerías de Familia de todo el país, para que se pueda cumplir la medida cautelar de la reeducación del agresor. También, debe capacitarse al personal para que se sustituya el enfoque familista que e prevalece en la atención por uno basado en los derechos de las mujeres y equidad de géneros.

·  Asimismo, los modelos de atención que han sido desarrollados por las organizaciones de mujeres deben ser replicados por las Consejerías de Familia y otras instancias públicas que brindan atención, como las OMM. 

· Deben crearse más casas refugio que sean administradas y sostenidas por el Estado, que cuenten con los recursos necesarios para garantizar la protección y la seguridad de las mujeres. 

· Extenderse a todo el país el servicio que brinda la Línea 114 e, para que se logre una r cobertura universal de la atención telefónica a mujeres victimas o sobrevivientes de violencia, articulando con la respuesta inmediata de la policía a las llamadas de emergencia. Para una atención más eficiente, oportuna, y especializada, se propone la creación incorporado a la Línea 114 de la Comisaría de la Mujer, que funcionen como unidades especializadas para la atención de casos de violencia contra las mujeres, integradas por mujeres policías capacitadas. 

· Las instituciones prestadoras de servicios deben asumir la tarea de formar a su personal en todo lo relacionado con la violencia de género contar las mujeres. Se debe continuar capacitando a funcionarios y administradores de justicia, sustituyendo el modelo de las capacitaciones cortas y puntuales por otro en el que se desarrollen procesos sistemáticos, como diplomados, especialidades, maestrías, etc.; que incluyan a personal de todas las escalas. Es necesario también que en estas capacitaciones se aborde este tema desde una perspectiva integral, que incluya los aspectos legales, procedimentales y culturales de la violencia hacia las mujeres. 

3.
PRESUPUESTO NACIONAL

3.1.
Nivel de avance en la implementación de la Convención 

· Diferentes Secretarías de Estado e instituciones del sector público, con el presupuesto estatal asignado a las mismas, realizan programas y acciones para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres. Otras, encaminadas a promover los derechos humanos, la participación ciudadana y política y la igualdad y equidad de género, como  el Ministerio Público, la Policía, el Poder Judicial, la Secretaría de Salud, el CONADEH, el INAM, y otras del área social y productiva. Estas acciones están en parte coordinadas con las ONGs y el movimiento social de mujeres.

· El presupuesto del Estado para el Instituto Nacional de la Mujer, INAM, ha ido en aumento en los últimos años, pasando de 8.0 millones de Lempiras en 2002 a 12.4 millones de Lempiras, en el 2005.

· Las nuevas instancias institucionales estatales creadas en el proceso de reformas y ampliación del marco normativo y político, para prevenir, atender, sancionar, y erradicar la violencia contra las mujeres, tal es el caso de la Fiscalía Especial de la Mujer, los Juzgados Especiales, y la base de datos de la Corte Suprema, están incorporadas en los presupuestos  del Ministerio Público y el Poder Judicial. El Estado ha incorporado, aunque de forma moderada,  en el presupuesto nacional los recursos financieros para el sostenimiento de nuevas instancias creadas. 

· Se han destinados recursos públicos para la apertura de nuevos servicios como la Línea 114 de Emergencia, que maneja la Policía Preventiva, y el mantenimiento de la Base de Datos sobre violencia contra las mujeres de la Corte Suprema. La inversión realizada hasta la fecha para la habilitación del servicios, es de 83,600.00 Lempiras, (4,000 U$ aprox.), encontrándose en proceso de ampliación el sistema telefónico con un valor de 5,000 U$
/.
· La Línea 114de atención de emergencia   tiene 10 meses de funcionamiento y la inversión a la fecha se estima en U$ 61,065. Ese costo incluye pago del personal, capacitación a las operadoras y la instalación de la base de datos. El número de llamadas que se han recibido a la fecha es de 1746. El costo por llamada es de U$ 34.97
/. 
· La Secretaría de Seguridad, a partir del mes de febrero asignó siete operadoras más, sumando  un total de 17 mujeres atendiendo la línea 114, también está en proceso de compra una patrulla que estará asignada directamente a este servicio. 
· Se han destinado recursos de las instituciones del Estado a procesos de capacitación de funcionarios/as públicos sobre el marco legal y de política pública correspondiente a la prevención, sanción, y erradicación de la violencia hacia las mujeres, particularmente en los sectores de seguridad, justicia, gobiernos locales, sin que se cuente con información sobre los montos. 

· La Corte Suprema de Justicia tiene registros del presupuesto gastado en la atención de la violencia contra las mujeres, pero sólo en los casos de violencia doméstica. Para el año 2005 reportó un presupuesto de 3, 218,136 lempiras (U$. 169, 198)  para el total del país
/, con un total de 734 resoluciones emitidas por 4 jueces/as asignados/as a Violencia Doméstica, lo que equivale a un costo de Lps. 4,384.38  (U$ 230,51) por resolución emitida. La violencia doméstica representó el 6.1% del total de 11,850 atenciones en esta instancia. No hay estimaciones de costos de los procesos legales para otras formas de violencia contra las mujeres (violencia sexual, femicidios, violencia intrafamiliar, entre otras
/).  
Adecuación y áreas en las que se requieren avances en la implementación de la Convención
· El Estado de Honduras no ha comprometido recursos del presupuesto nacional acordes a la importancia y prioridad que para el país tiene, la prevención, sanción, atención y erradicación de la violencia contra las mujeres.

· Los fondos asignados son raquíticos, marginales, y no se refleja voluntad política para aumentar esos recursos, a fin de garantizar servicios de calidad, cobertura nacional, y eficacia frente a un problema de prioridad nacional.

· El diseño del presupuesto del Estado no permite visibilizar claramente los rubros que están mas deficitarios, y que deberían ser inmediatamente reforzados, como la Fiscalía Especial e la Mujer, los Juzgados Especializados en Violencia, la Línea 114, el INAM, las Consejerías de Familias, las Oficinas Municipales de la Mujer, entre otras.

· Al hacer una revisión de las instituciones que reciben transferencias presupuestales del gobierno central, de acuerdo a la información de la Secretaría de Finanzas,  se observa que generalmente éstas presentan presupuestos que no especifican montos destinados a la atención de la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra la mujer. Si se están llevando a cabo esas acciones, las mismas aparecen incluidas en el conjunto de sus actividades, por lo que no se puede hacer la identificación y cálculo de costos de las mismas.

· En la información proveniente de las instituciones dedicadas expresamente a la producción de bienes y servicios sociales, Secretarías de Educación, Salud, FHIS, PRAF, tampoco están consignadas esas partidas presupuestarias, ya sea porque no realizan este tipo de actividades o porque están incluidas en otros programas. Por ejemplo, el Instituto Nacional de la Mujer, INAM, ejecuta el Programa Desarrollo Integral de la Mujer que incluye el Sub Programa de Reducción de la Violencia de Género contra las Mujeres. En el año 2005, el INAM recibió transferencias del gobierno central para gastos de funcionamiento por un monto de 12.4 millones de lempiras (aproximadamente U$. 623,000)
/, desconociéndose el monto ejecutado en el Sub Programa de Reducción de la Violencia de Género porque el presupuesto se aprobó de manera global.

· En el área de Prevención de la violencia,   debido a que incluye una multiplicidad de acciones, no se ha sido posible contabilizar el uso de los recursos financieros. 
· Con la información disponible, proporcionada por la Secretaría de Finanzas y las secretarías de Estado, no es posible hacer una estimación aproximada de qué porcentaje del Producto Interno Bruto se invierte en la prevención y sanción de la violencia contra las mujeres. En algunos casos las asignaciones presupuestarias están integradas en programas más amplios, y en otros, no hay recursos asignados, y las acciones se ejecutan con recursos de la cooperación.

· Programas de gran relevancia han sido financiados por la cooperación externa,  esta situación  conlleva el riesgo de que tales programas y acciones no sean asumidos financieramente luego, por el Estado Hondureño. Tal es el caso de los programas de capacitación a la Policía y funcionarios del Poder Judicial.  Los programas de capacitación en violencia que el INAM realizó con la Policía Nacional, fueron financiados con fondos de la cooperación, por un monto de U$ 50,000  para dos años de ejecución del proyecto,  la instalación de la base de datos de violencia doméstica en la Corte Suprema de Justicia,  la elaboración del Plan Nacional contra la Violencia hacia las Mujeres,  y los recursos para la instalación y habilitación de la Línea 114. 
· No se han estimado los costos de personal y gastos operativos y logísticos de la Policía Nacional Preventiva en los  procesos de detención de los agresores in fraganti,  los procedimientos de entrega de citaciones, y de aplicación de medidas de seguridad en los casos de violencia doméstica ni en otros procedimientos de violencia contra las mujeres.

· No hay programas para garantizar la seguridad de las mujeres afectadas por violencia ni  para la protección de testigos,  por lo que tampoco existe asignación de fondos para estos propósitos.  
· No hay fondos del gobierno central destinados a programas de refugio y albergue. En la capital, el aporte gubernamental se reduce a prestar dos locales donde funcionan dos refugios privados. En Choluteca, la Alcaldía Municipal administra el Centro de Atención Integral, esto incluye la manutención de las mujeres y sus hijos, el pago de la administradora, psicóloga, aseadora y vigilancia.

· Las Consejerías de Familia funcionan adscritas a los centros de salud y no tienen un presupuesto específico asignado. Para los programas de rehabilitación cuentan con fondos limitados y dependen del presupuesto del área de salud mental de la Secretaría de Salud

· Salvo excepciones, en los presupuestos de las alcaldías municipales no están incorporados los costos de funcionamiento y actividades de las OMM en particular las referidas a la prevención y atención de la violencia contra la mujer porque dichas oficinas no están legalmente integradas a la estructura municipal.  
Recomendaciones para el Estado Parte
· Es importante y necesario que en el presupuesto nacional aparezcan claramente expresados los recursos financieros destinados a programas y acciones a favor de la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra la mujer.
· Es importante que en las decisiones políticas para la asignación de los recursos de la reconversión de la deuda externa por gasto social, se le diera la prioridad requerida, de acuerdo a la dimensión, importancia y repercusión del problema en toda la vida del país, a la violencia contra las mujeres, que representan el sector de población mayoritario del país.
· Es importante que en los programas de cooperación externa, se tome en cuenta la elaboración de acuerdos con al Secretaría de Finanzas, y las instituciones directamente involucradas, para que el proceso de transferencia de los programas se realice con su correspondiente asignación de fondos. 
· Urge que el Estado asuma los costos en los servicios de protección a las mujeres en situaciones de alto riesgo tanto en la creación y sostenibilidad de refugios en zonas claves del país, así como la creación de programas de protección a testigos y la ampliación de la Línea 114 a nivel nacional con el personal adiestrado y el equipo necesario.

4.
INFORMACIÓN Y ESTADÍSTICAS 
4.1. Nivel de avance en la implementación de la Convención
Se han dado importantes avances en el registro de información y estadísticas nacionales unificadas, acordes al objetivo de la Política Nacional de la Mujer en el eje de Violencia que establece: “fortalecer la planificación interinstitucional y promover la creación de un sistema estadístico nacional para prevenir y sancionar la violencia contra las mujeres”
/. En el año 2004, el Poder Judicial incorporó un sistema unificado de registro de los casos de violencia doméstica que contiene indicadores utilizados por todos los juzgados con competencia en esta materia a nivel nacional. La información es recabada por las/os  juezas/ces al momento de las audiencias de VD, mediante un formulario que contiene datos sobre el perfil socioeconómico de la víctima y del agresor, entre otros. El sistema contiene información estadística útil para el seguimiento de casos de VD  a partir de las denuncias que se presentan en todo el país así como para elaborar diagnósticos y propuestas para hacer más eficiente la aplicación de la Ley contra la VD y en general la actuación de la justicia frente al problema, y con fines de orientar políticas públicas. El  sistema fue diseñado por el INAM que también brindó asesoría técnica para su funcionamiento, mediante convenio suscrito con el Poder Judicial en junio de 2004. El registro de los datos de VD se está incorporando al Sistema Electrónico de Documentación e Información Judicial, CEDIJ
/.  

El INAM también diseñó un sistema de información para el Ministerio Público, que  registra todas las diversas formas de violencia contra las mujeres que ingresen a la institución en las diferentes regiones del país. El Ministerio Público pondrá en funcionamiento este Sistema en la Fiscalía Especial de la Mujer en Tegucigalpa y se espera que después se extienda a nivel nacional. Dicho sistema permite identificar el número de denuncias según los diferentes tipos de violencia, reincidencia, y las formas de violencia más frecuentes, entre otras posibilidades. Se integrará con la base de datos de VD del Poder Judicial para poder contar con un sistema nacional unificado, que permita hacer evidente la magnitud de la violencia contra las mujeres, así como orientar acciones y políticas públicas para enfrentar el problema de forma integral. El Ministerio Público, recibe más del 80% de las denuncias de violencia contra las mujeres en todo el país.

La Dirección de Medicina Legal, dependencia del Ministerio Público, lleva un registro de los casos sobre los que se realizan dictámenes forenses. La Dirección de Investigación Criminal, DGIC, dependencia de la Secretaría de Seguridad, incorporó al sistema de estadísticas y antecedentes policiales el registro de las denuncias por violencia doméstica e intrafamiliar. La Policía Nacional Preventiva también integró en el sistema de registro y estadísticas la información sobre violencia doméstica con datos sobre la agredida y el agresor, el lugar del suceso, el tipo de violencia y los daños ocasionados, entre otros, al menos con información para el Distrito Central. 

El Plan Nacional contra la Violencia hacia la Mujer
/, contempla como objetivo estratégico establecer y mantener actualizado un sistema que provea información a los sectores públicos y privados sobre las causas, características, riesgos, consecuencias, y frecuencia de la violencia contra las mujeres, y sobre la eficacia de las medidas adoptadas. El Plan que está en proceso de aprobación, incluye “líneas de acción tendientes a crear, fortalecer y asegurar un sistema de información unificado, con información veraz y confiable”
/.

Con respecto a las estadísticas de incidencia y prevalencia de la violencia hacia las mujeres, el Instituto Nacional de Estadística, INE, con la asesoría del INAM, incorporó un módulo de preguntas sobre violencia doméstica en la Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples de septiembre 2003, que aporta alguna información sobre el problema. 
4.1 Adecuación a los propósitos de la Convención: prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer.
Sin dejar de reconocer los avances alcanzados, sigue siendo un reto el registro de las denuncias de las diferentes formas de violencia contra las mujeres en un sistema unificado nacional que sea útil para dar seguimiento a los casos en las distintas dependencias estatales, y que proporcione información para elaborar análisis que orienten políticas públicas. En la situación actual hay problemas de duplicación de las estadísticas entre las diferentes instancias que registran información. Si una mujer presenta una denuncia en la Policía y a continuación lo hace en la Fiscalía, aparecerá esta información registrada doblemente, ya que ambas instituciones no compatibilizan sus registros. 

En el ámbito del Poder Judicial, el sistema de registro de VD depende de las/os juezas/ces y no se dispone de personal auxiliar para recabar la información, tarea que hacen durante las audiencias. Debido a la falta de tiempo y apoyo no siempre se recoge la información, y además hay demoras en ingresar los datos a la base electrónica de la Corte. Se ha observado que la información sobre VD solicitada es muy extensa y que para facilitar su registro se podría hacer una selección más cuidadosa de los indicadores pertinentes, y aumentar los recursos institucionales para la contratación de personal auxiliar y equipos
/.  Los esfuerzos por mejorar los registros se han concentrado en la VD,  mientras que para otros tipos de delitos, como femicidios  no  existen sistemas de registro; los casos aparecen como homicidio, o parricidio. Generalmente la información no está desagregada por sexos, incluso en la base de datos del CEDIJ. Es limitado para usuarias/os externas/os  el acceso a los datos recabados por las instituciones que llevan los registros; se destinan insuficientes recursos humanos y materiales para alimentar y mantener esos sistemas, las/os jueces de VD tienen una sobrecarga de responsabilidad, y hay un escaso aprovechamiento de la información recabada para dar seguimiento a los casos de violencia contra las mujeres. 

En la situación actual, los sistemas de registros que son diversos, incompatibles o duplicados, inconsistentes en muchos aspectos, poco accesibles, y minimamente analizados, no son utilizados para mejorar el seguimiento de los casos a través de la ruta crítica que siguen las mujeres en las instituciones prestatarias de servicios. Con frecuencia, son las ONGs de mujeres las que mantienen registros paralelos y análisis más oportunos sobre las distintas formas de violencia contra las mujeres.

En todas las instituciones del Estado hay una notable inequidad de recursos y también de capacitación de recursos humanos entre la capital y el resto del país, que repercute en las deficiencias de los registros estadísticos. Mientras que en el Centro Integrado de Tegucigalpa, la DGIC y la Fiscalía Especial de la Mujer mantienen un sistema de registro actualizado mensualmente donde se anota el número de denuncias por tipo de violencia contra las mujeres, las detenciones realizadas y otras medidas de seguridad impuestas
/, y disponen de computadoras y personal, en el resto del país no se dan esas condiciones. En San Pedro Sula, la segunda ciudad más importante,  el Centro Integrado no está funcionando porque no se terminó de habilitar. Las oficinas de la Fiscalía y de Medicina Forense se trasladaron a otro local considerablemente distante del anterior. Esto representa una pérdida de tiempo y recursos para las mujeres, y aumenta la probabilidad de que desistan de iniciar o continuar procesos legales, sobre todo en los casos de violencia doméstica.

La continuidad de los esfuerzos para registrar y contar con estadísticas de violencia contra las mujeres unificadas a nivel nacional enfrenta la limitación de que han surgido en el contexto de programas instituciones, o de la cooperación, que tienden a perder vigencia una vez que cambia la administración de gobierno o se cierra el programa que les dio origen. Así, por ejemplo, la Policía Nacional contaba con formularios para registrar las denuncias y un Manual de Procedimiento Policial para la atención de la VD, elaborado en 1997, materiales que en la actualidad no están en uso y que no se volvieron a reeditar por la falta de recursos. 

La calidad  de las estadísticas nacionales de las distintas formas de violencia contra las mujeres pasa porque cada institución asuma el papel que le corresponde según la ley. La Policía Preventiva tiene una amplia cobertura nacional, sin embargo recibe menos del diez por ciento de las denuncias de violencia doméstica porque prevalece la práctica de derivar los casos a la Fiscalía o los Juzgados, sin registrarlos, o de no atenderlos por considerarlos irrelevantes. Aún con las limitaciones mencionadas, el país cuenta con importante información que señala tendencias, problemas y logros de las entidades gubernamentales, en la prevención, atención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres (ver anexo estadístico).

No existe un Observatorio Ciudadano para el seguimiento de los avances en materia de prevención, atención y erradicación de la violencia contra las mujeres, tal como lo establece la Convención de Belém do Para. De forma reciente se incluyó crear este mecanismo en la propuesta de Plan de Violencia contra la Mujer, que fue elaborando por el INAM en consulta con redes de mujeres y otras instituciones gubernamentales, que aun no ha entrado en vigencia. 

Eventualmente se organizan y funcionan comisiones interinstitucionales para  impulsar reformas legales,  que operan también con instancias de vigilancia al cumplimiento de las leyes. Estas comisiones se estructuran con la participación de las instituciones de seguridad y justicia, otras gubernamentales del área social, el INAM,  organizaciones de mujeres y otros grupos de la sociedad civil y organismos de cooperación. Tal es el caso de la Comisión Interinstitucional de Seguimiento a la aplicación de la Ley contra la Violencia Doméstica, de coordinación rotativa,  integrada por las instituciones de los sectores de seguridad y justicia, el INAM, Consejerías de Familia, Comisionado de los Derechos Humanos, Alcaldía Municipal, y Centro de Derecho de Mujeres como representante del movimiento de mujeres. Esta Comisión elaboró la última propuesta de reforma a la Ley contra la Violencia Doméstica. Las reformas al Código Penal relacionadas con los delitos transnacionales de tráfico y trata, y delitos sexuales fueron elaborados por una Comisión Interinstitucional  adscrita a la  Comisión de la Niñez y Familia del Congreso Nacional,  integrada por las instituciones del sector público con competencia en la materia, la participación de ONGs de mujeres, derechos humanos y niñez, la  CIM. y representantes de la cooperación externa (UNICEF, OIT). 

4.2. Recomendaciones para avanzar en la implementación de las disposiciones de la Convención.

Se plantea la necesidad de mejorar y ampliar un sistema de registro estadístico unificado que incorpore la información de las diferentes instancias de las instituciones pertinentes  y que incluya  las diferentes formas de violencia contra la mujer. Para mejorar los sistemas de registro se hace necesario una mayor claridad conceptual sobre las diferentes formas de violencia contra las mujeres y el diseño de los instrumentos, especialmente en aquellas figuras que se han incorporado recientemente en la legislación, o que aún no aparecen bien definidas (femicidio, explotación sexual comercial, tráfico y trata, y otras que aún no se están abordando, como la violencia relacionada a la migración ilegal).

También son necesarios procesos de capacitación y sensibilización de quienes hacen los registros,  así como el incremento del monitoreo institucional y social para mejorar la calidad de los  registros y sistemas de estadísticas. Esto aplica para las encuestas y censos nacionales. Es necesario poner mayor énfasis en crear sinergias, y producir análisis interinstitucionales cruzados para el seguimiento de casos de las diferentes formas de violencia hacia las mujeres.
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�.	Art. 6.2.b Estatuto del MESECVI.


�.	Suscrita por Honduras el 11 de junio de 1980 y ratificada el 3 de marzo de 1982, sin que hasta el momento el Estado haya ratificado su Protocolo Facultativo.


�.	Ratificada por Honduras mediante Decreto No. 72-95 del 25 de abril de 1995 y  publicado en el diario oficial el 14 de junio de 1995.


�.	Datos del Centro de Estudios de la Mujer-Honduras, 2005.


�.	En el 2005 la Secretaría de Finanzas adoptó un modelo de presupuesto por resultado, para el sector público, que permite incluir indicadores y variables de género, pero todavía no se tienen resultados al respecto.


�.	Por ejemplo, en el caso del INAM, los fondos que aporta la cooperación 


�.	Puerto, Margarita. Necesidades, tiempos y realidades. Un estudio exploratorio sobre la Ley Contra la Violencia Doméstica en Honduras. Tegucigalpa, Editorial Guaymuras, 2004. Pág. 49. 


�.	Instituto Nacional de la Mujer, INAM. Compendio de Leyes sobre Derechos de la Mujer, Pág. 50, INAM.


�.	Ibíd.4, Pág. 37


�.	En la reforma de 1996, el Art. 179-A sobre la violencia intrafamiliar dice: “Quien  aplique fuerza , intimidación, o haga objeto de persecución a su cónyuge o ex cónyuge, a la persona con quien conviva o haya mantenido una relación concubinaria o aquella con quien haya procreado un hijo, con la finalidad de causarle daño físico o emocional, o para dañar sus bienes, será sancionada con reclusión de 1 a 3 años sin perjuicio de la pena que corresponda a las lesiones o daños causados. Las mismas penas se aplicarán cuando la pena se ejerza sobre los hijos comunes o sobre los hijos de las personas mencionadas que se hallen sujetas a patria potestad, o sobre el menor o incapaz sometido a tutela o curatela o sobre su descendencia”. Asimismo, el Art. 179-B del Código Penal incluido en 1996: “Será sancionado con reclusión de 2 a 4 años, quien haga objeto de malos tratamientos de obra a su cónyuge o ex cónyuge, concubina, o ex concubina, o a la persona con la que haya procreado un hijo en cualquiera de las circunstancias siguientes; a) Penetrar en la morada de la persona o en el hogar donde esté albergada o depositada para consumar el hecho,  b) Le infiera grave daño corporal, c) Realice la acción con arma mortífera o aunque no haya actuado con la intención de matar o mutilar, d) Actúe en presencia de menores de edad, e) Induce, incita u obliga  a la persona a consumir drogas, estupefacientes, u otras sustancias psicotrópicas o embriagantes, f) Hace también objeto de malos tratos a un menor de edad, g) Utiliza como pretexto para restringir su libertad que la victima padece de enfermedad o de defecto físico”. 


�.	Son casos especiales de violación que la víctima sea menor de 14 y mayor de 12, privada de razón o voluntad, si la violación se comete por mas de una persona, si el sujeto activo es VIH Positivo, si se hace pasar por otra persona, o está encargado de la guarda y custodia, Art.140 Código Penal Honduras.


�.	Art.140 , Título II, Capítulo I, Pág. 44, Código Penal. 


�.	Código de la Niñez y la Adolescencia de Honduras, Proyecto Fortalecimiento del Estado Democrático de Derecho, Fondo Fiduciario de España  y PNUD.


�.	Ibíd. 2. Pág. 50.


�.	Joya, Reyna. Balance nacional, esfuerzos y actividades dirigidas a erradicar la Violencia Doméstica en Honduras. Pp. 7 y 12.


�.	Ibíd.5, Pág. 50.


�.	Herrmannsdorfer, Claudia, Modelo de Leyes y Políticas sobre Violencia Intrafamiliar contra las Mujeres, 2005, CDM, Honduras.


�.	Ibíd. 2. Pág. 64.


�.	Kennedy, Mirta, Explotación Sexual Comercial de Niñas, Niños  y Adolescentes, Pág. 49, CEM-H, OIT.


�.	Ibíd. 5, Pág.,33


�.	Ver Anexo 1.


�.	Taller de Consulta de Tegucigalpa. Cuestionario para la evaluación de la Convención de Belem Do Para. Área 1: Legislación, Normativa vigente y Planes Nacionales. 


�.	Taller de Consulta de Tegucigalpa. Cuestionario para la evaluación de la Convención de Belem Do Para. Área 1: Legislación, Normativa vigente y Planes Nacionales.


�.	Este artículo de forma literal expresa: “La madre que para ocultar su deshonra que no haya cumplido tres días de nacido, será sancionada con 6 a 9 años de reclusión”. Taller de Consulta de San Pedro Sula. 


�.	Esta observación fue señalada en tanto en el taller de consulta de Tegucigalpa como en el San Pedro Sula.


� Taller de Consulta de Tegucigalpa. Cuestionario para la evaluación de la Convención de Belem Do Pará. Área 1: Legislación, Normativa vigente y Planes Nacionales.


�.	Taller de Consulta de Tegucigalpa. Cuestionario para la evaluación de la Convención de Belem Do Pará. Área 1: Legislación, Normativa vigente y Planes Nacionales. 


�.	Taller de Consulta de Tegucigalpa. Cuestionario para la evaluación de la Convención de Belem Do Pará. Área 1: Legislación, Normativa vigente y Planes Nacionales.


�.	Entrevista realizada a Grissel Amaya, Fiscal Especial de la Mujer. 


�.	Joya, Reyna. Balance nacional, esfuerzos y actividades dirigidas a erradicar la Violencia Doméstica en Honduras. Pág. 19; y Kennedy Mirta. Violencia Intrafamiliar. Ruta crítica de las mujeres afectadas. Organización Panamericana de la Salud/ Organización Mundial de la Salud, OMS. Tegucigalpa, 1999. Pág. 50. 


�.	Base de Datos en materia de Violencia Doméstica del CEDIJ, y el Sistema de Seguimiento de Casos sobre Denuncias de Violencia Doméstica, Corte Suprema, enero a diciembre 2005.


�.	Entrevista a Miriam Suazo, coordinadora del Programa nacional de capacitación de facilitadoras de grupos de autoayuda, CEFEMINA-CEM-H. Pagina web del INAM. 


�.	Pagina Web del INAM.


�.	Joya, Reyna. Balance nacional, esfuerzos y actividades dirigidas a erradicar la Violencia Doméstica en Honduras. Pág. 26.


�.	Talleres de Consulta de Tegucigalpa y San Pedro Sula. Cuestionario para la evaluación de la Convención de Belem Do Pará. Área 2: Acceso a la justicia.


�.	Bähr Caballero, Karen. Violencia contra las Mujeres y seguridad en Honduras. Un estudio exploratorio. Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, PNUD. Tegucigalpa, Pág. 40.


�.	Entrevista a Ilse Villatoro, Encargada del Centro de Atención Integral a la Mujer de Choluteca. 


�.	Datos tomados del documentos Violencia contra las Mujeres y Seguridad en Honduras, Karen Bahr, 2004, PNUD.


�.	Taller de Consulta de Tegucigalpa. Cuestionario para la evaluación de la Convención de Belém Do Pará. Área 1: Acceso a la justicia.


�.	Ratificada por Honduras mediante Decreto No. 72-95 del 25 de abril de 1995 y  publicado en el diario oficial el 14 de junio de 1995.


�.	Arroyo Roxana, “Eficacia y eficiencia en la aplicación de la violencia doméstica: Diagnóstico sobre la situación de la respuesta institucional a la ley contra la violencia doméstica de 1997 en Honduras”, 2005, INAM, Cooperación Española. Pág. 39.


�.	Este caso apareció en los diarios del país en octubre de 2005. 


�.	Arroyo Roxana, “Eficacia y eficiencia en la aplicación de la violencia doméstica: Diagnóstico sobre la situación de la respuesta institucional a la ley contra la violencia doméstica de 1997 en Honduras”, 2005, INAM, Cooperación Española. Pág. 44. y Martínez, Suyapa, Kennedy, Mirta, Informe de Monitoreo Social en Violencia contra las Mujeres, CEM-H/ACI, ERP, 2005.


�.	Arroyo Roxana, Eficacia y eficiencia en la aplicación de la violencia doméstica: Diagnóstico sobre la situación de la respuesta institucional a la ley contra la violencia doméstica de 1997 en Honduras, 2005, INAM, Cooperación Española. Pág. 49.


�.	Talleres de Consulta de Tegucigalpa y San Pedro Sula. Cuestionario para la evaluación de la Convención de Belem Do Pará. Área 2: Acceso a la justicia. 


�.	Informe de Monitoreo Social en Violencia contra las Mujeres, 2005, Centro de Estudios de la Mujer-Honduras, ACI/ERP, Puerto Gómez, Margarita “Necesidades, tiempos y realidades: estudio exploratorio sobre la Ley contra la Violencia Doméstica en Honduras”, 2002, Ed. OFALAM/ACDI, Pérez, Isabel, Travieso, Jorge “Personas usuarias de la Ley contra la Violencia Doméstica: Estudio cualitativo de opiniones y comportamientos de los operadores de justicia y las mujeres usuarias de la ley”, 2004, CDM. 2003, Arroyo Roxana, “Eficacia y eficiencia en la aplicación de la violencia doméstica: Diagnóstico sobre la situación de la respuesta institucional a la ley contra la violencia doméstica de 1997 en Honduras”, 2005, INAM, Cooperación Española.


�.	Política Nacional de la Mujer, Primer Plan de Igualdad de Oportunidades 2002-2007, Cáp.4, Pág.77, INAM, Tegucigalpa, 2001.


�.	Arroyo, Roxana. Eficacia y eficiencia en la aplicación de la violencia doméstica: Diagnóstico sobre la situación de la respuesta institucional a la ley contra la violencia doméstica de 1997 en Honduras, 2005, INAM, Cooperación Española. Pág. 74.


�.	Taller de Consulta de Tegucigalpa. Cuestionario para la evaluación de la Convención de Belem Do Pará. Área 2: Acceso a la justicia. 


�.	Información de la Secretaría de Seguridad enviada a la Fiscalía Especial de la Mujer, marzo 2005.


�.	Información obtenida de entrevista a Reina Cáliz, asesora de la línea, PNUD/INAM


�.	Exceptuando el departamento de Ocotepeque no presentó información. Base de Datos en materia de Violencia Doméstica del CEDIJ, y el Sistema de Seguimiento de Casos sobre Denuncias de Violencia Doméstica, Corte Suprema, enero a diciembre 2005.


�.	Base de datos CEDIJ y Sistema de Seguimiento de Casos sobre denuncias de Violencia Doméstica.


�.	Un presupuesto menor al asignado en el Presupuesto Nacional al Zoológico de Tegucigalpa.





�.	Política Nacional de la Mujer, Primer Plan de Igualdad de Oportunidades, 2002-2006, INAM, Pág. 79.


�.	El SEDIJ , Centro Electrónico de Documentación e Información Judicial, dependencia de la Corte Suprema de Justicia, es una unidad que integra los servicios de documentación e información institucional, dependiendo directamente de la presidencia de la Corte Suprema de Justicia. www.poderjudicial.gob.hn.


�.	El Plan Nacional contra la Violencia Doméstica fue elaborado en el último trimestre del año 2005,  por el INAM mediante un proceso de consultas nacional. Se encuentra en proceso de aprobación. wwwinam.gob.hn/noticias.


�.	Informe del INAM para la Evaluación de la Disposiciones de la Convención de Belem do Pará, enviado a la Fiscalía de la Mujer, febrero 2006, Pág., 5 y 6.


�.	Consultas y entrevistas  realizadas para la elaboración de este Informe a representantes de ONGs de mujeres y funcionarios/as de las instituciones de Seguridad, Justicia, y Ministerio Público.


�.	
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